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La declaración y reconocimiento de los derechos e instituciones en los diversos ordenamientos 
jurídicos no tendrían razón de ser regulados, si es que no contasen con mecanismos adecuados para 
hacer frente, a la inobservancia de su cumplimiento, y vulneración de sus contenidos por los 
diferentes agentes sociales. El mecanismo idóneo, para hacer cumplir estos derechos e instituciones y 
proteger el Estado de Derecho y la Constitución, es -el proceso-, a través de éste se busca proteger los 
derechos fundamentales y vigilar la constitucionalidad normativa, así mismo se sancionan las 
conductas antisociales, se impide el ejercicio arbitrario del poder, se solucionan o previenen los 
conictos y se elimina la incertidumbre jurídica. En la presente investigación analizamos el derecho 
al debido proceso, pero en la esfera del derecho administrativo, donde se denomina debido 
procedimiento administrativo, regulado principalmente en el numeral 1.2 del artículo IV de la ley N° 
27444, Ley General del Procedimiento Administrativo, de donde se presume que el debido 
procedimiento no está regulado como un derecho a favor de los sujetos administrados al interior del 
procedimiento administrativo, sino como un conjunto de garantías a favor de estos durante el 
desarrollo del procedimiento. Se puede deducir que para nuestro ordenamiento prima el respeto de 
las garantías por parte de la Administración. Por lo tanto, la presente investigación busca 
determinar la naturaleza jurídica y el contenido del debido procedimiento administrativo para así 
nalmente señalar si el debido proceso sustantivo garantiza una decisión administrativa justa.
Palabras clave: Derecho, proceso, sustantivo, justo, naturaleza, jurídica, proporcionabilidad.
The declaration and recognition of the rights and institutions in the various legal systems would 
have no reason to be regulated if they did not count with appropriate mechanisms to deal with the 
failure of compliance and / or violation of their content by different social agents. The ideal 
mechanism to enforce these rights and institutions and protect the rule of law and the Constitution, 
is the process through it seeks to protect the fundamental rights and the constitutionality rules and 
sanction same antisocial behavior is prevent the arbitrary exercise of power, are solved or prevent 
conicts and legal uncertainty is removed . In this research analyze the right to due process, but in 
the eld of administrative law, which will be called administrative due process, mainly regulated in 
paragraph 1.2 of Article IV of the Act No. 27444, General Administrative Procedure Act, where 
presumably due process is not regulated as a right in favor of the subjects administered within the 
administrative procedure, but as a set of safeguards for these during the course of the procedure. We 
can deduce that our legal premium guarantees respect for the Administration.
Keywords : law, process , substantive , fair, nature, legal , proporcionabilidad .
RESUMEN
Revista Gaceta Cientíca
Escuela de Postgrado - UNHEVAL
ISSN versión impresa 2414-2832
Vol, 1 N° 3 - 2015
pp. 230-239
*Ocina de Control de Calidad Universitaria / Universidad Nacional Hermilio Valizán
ABSTRACT
Revisado: 14.05.15
Aceptado para publicación:  17.09.15
EL DEBIDO PROCEDIMIENTO EN SEDES ADMINISTRATIVAS, LIMA 2012-2013




La Naturaleza jurídica del debido proceso, es de 
mucha data, se caracteriza como un derecho 
fundamental del hombre según la doctrina y 
diversas jurisprudencias constitucionales, sin 
embargo en nuestra Constitución Política del 
Perú de 1993 se regula por primera vez como uno 
de los principios de la función jurisdiccional, sin 
embargo su origen en la normativa nacional, fue 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1992 
que en su artículo 7° regula al debido proceso 
como una garantía de la tutela jurisdiccional, 
seguidamente fue regulada por el Código Proce-
sal Civil  de 1992 en su Artículo I del Título tam-
bién como un Derecho a la Tutela Jurisdiccional 
efectiva, y recién con la Ley N° 28237 Código 
Procesal Constitucional de 2004 el debido proce-
so se constituye como un derecho protegido cone-
xo con la libertad individual y respecto de las 
resoluciones judiciales rmes dictadas con mani-
esto agravio a la tutela procesal efectiva, que 
comprende el acceso a la justicia y el debido pro-
ceso; sin embargo el debido procedimiento no 
alcanza su reconocimiento constitucional en 
forma literal. 
En la doctrina se ha discutido sobre la naturale-
za jurídica del derecho al debido procedimiento 
administrativo, algunos señalan que es un dere-
cho autónomo creado por la ley 27444, otros seña-
lan que es un derecho constitucional contenido 
en el derecho constitucional al debido proceso. 
Asimismo se discute cuáles su contenido, si al ser 
un derecho contenido en el derecho al debido 
proceso goza de todas las garantías de este dere-
cho, o es un derecho que tiene un contenido pro-
pio.
En el presente trabajo de investigación, se pre-
tende demostrar si el debido procedimiento en 
sedes administrativas es un principio distinto o 
igual al debido proceso jurisdiccional.
Nuestro planteamiento del problema es basado a 
la observación de actuaciones jurídicas que vie-
nen generando la inseguridad jurídica en los 
entes administrativos, por no estar expresamen-
te normado el debido procedimiento en la Consti-
tución Política del Perú. Dentro de este contexto 
planteamos: ¿Cuál es la naturaleza jurídica del 
derecho al debido procedimiento administrati-
vo?, ¿Cuál es el contenido del derecho al debido 
procedimiento administrativo? y si ¿El debido 
proceso sustantivo garantiza una decisión admi-
nistrativa justa? Como nuestra Hipótesis Gene-
ral planteamos que: “La naturaleza jurídica del 
derecho al debido procedimiento administrativo 
es un derecho contenido en el derecho constitucio-
nal del debido proceso, por ello debería gozar de 
protección constitucional”, como HE.  “El dere-1
cho al debido procedimiento administrativo es 
un derecho continente que engloba al derecho a 
exponer sus argumentos, derecho a ofrecer y pro-
ducir pruebas y el derecho a obtener una decisión 
motivada y fundada en derecho, por tanto sería 
un derecho garantista”. HE  “El debido proceso 2
sustantivo garantizaría que las decisiones de la 
administración sean justas, por tanto, con respe-
to a los derechos constitucionales”.
MATERIAL Y MÉTODOS
Según la naturaleza de la información que se 
recoge para responder al problema de nuestra 
investigación, el tipo de investigación es cuali-
cuantitativa o mixta; a razón que se integra sis-
temáticamente los dos métodos a n de obtener 
una “fotografía” más completa del fenómeno de 
nuestro estudio. El nivel de la investigación por 
su profundidad es descriptivo y hasta cierto 
1punto explicativo comparativo . Es descriptivo 
porque a través de la técnicas de análisis de fuen-
te documental, entrevistas de opinión a expertos, 
el marco normativo nacional y comparado y aná-
lisis de la jurisprudencia se llegó a determinar la 
naturaleza jurídica del debido procedimiento 
administrativo, así como la base legal que lo sus-
tenta. Es hasta cierto punto explicativo porque 
se han planteado y analizado hipótesis de tipo 
causal compuestas por variables independiente 
y dependiente, sin realizar experimentos, sin 
embargo si se ha visto la relación causal a través 
de hechos acontecidos. 
Se utilizó los métodos hermenéutico, sintético, 
Lógico, inductivo, analítico, se usó en cada una 
de las técnicas empleadas en esta investigación, 
y consistió en descomponer el Debido Procedi-
miento en otros derechos que integran. 
El diseño adoptado en la presente investigación 
es no experimental “expost-facto” (hechos y 
variables ocurridos), toda vez que no se realizó 
una simulación de la realidad, tampoco se mani-
puló deliberadamente las variables. Por el con-
trario, tratamos de describir una realidad acon-
tecida, existente, tal y como se presenta, tratan-
do de probar nuestras hipótesis a través de las 
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técnicas de investigación siguientes: análisis de 
fuente documental, análisis de entrevistas de 
opinión de expertos, análisis del marco normati-
vo, análisis del marco comparado y análisis de la 
jurisprudencia. Asimismo, por el momento de 
acopio de la información el diseño es “transversal 
o transeccional” ya que el acopio de datos fue en 
un solo momento, en el periodo comprendido 
entre el 1 de febrero del año 2012 al 30 de enero 
del 2013.
RESULTADOS
En la presente investigación nuestro resultado 
se colige, del análisis de fuente documental doc-
trinal, encuestas, entrevistas, marco normativo, 
derecho comparado, análisis jurisprudencial del 
Servir y Tribunal Constitucional, expresados 
como formas de pre conclusión.
Respecto a la fuente documental doctrinal, se 
tiene que el autor Ramón Huapaya Tapia “El 
derecho al debido procedimiento adminis-
trativo y su protección constitucional” sos-
tienen que al respetarse la garantía de los dere-
chos de los administrados, el procedimiento 
administrativo no puede ser concebido solamen-
te como un simple mecanismo formal, sino que la 
importancia de los nes que persigue lo consa-
gran como una institución jurídica relevante 
para un Estado de Derecho. 
Ramón Huapaya Tapia con respecto a cuáles son 
los alcances del derecho al debido procedimiento 
administrativo en la ley del procedimiento admi-
nistrativo general, expone: “El debido procedi-
miento administrativo” debe ser interpretado en 
función a los alcances y fundamentos del derecho 
administrativo, y no en base al contenido de 
dicho derecho en el ámbito procesal civil; por ello 
se rescata que son los principios del derecho 
administrativo los que deben regir para una 
correcta interpretación de los alcances del dere-
cho al debido procedimiento administrativo, 
dado a que nos encontramos dentro de un proce-
dimiento que sirve de cauce formal a la función 
administrativa, y donde no hay solamente inte-
reses privados en juego, sino también la satisfac-
ción de los intereses públicos por parte de la admi-
nistración. 
Con respecto a las encuestas y de las diez pre-
guntas formuladas, se precisa que el 75% de los 
administrados están de acuerdo que el procedi-
miento administrativo tiene un reconocimiento 
constitucional, y solo el 35% de los encuestados 
sostuvieron que no tiene reconocimiento consti-
tucional. Por lo tanto, la mayoría  de los encues-
tados señalan que se encuentran de acuerdo con 
que el debido procedimiento administrativo se 
encuentra regulado por la ley 27444, siendo que 
un 20% de la población encuestada estima que la 
Ley 27444 no regula el debido procedimiento 
administrativo.
De la entrevista de expertos en la materia, la 
mayoría concuerda que existe diferencia entre el 
debido procedimiento administrativo y el debido 
proceso, toda vez que el debido procedimiento se 
da en sede administrativa entre entidad y admi-
nistrado y el debido proceso se da en sede juris-
diccional entre dos partes en conicto; que el 
debido procedimiento administrativo sí está 
reconocido por la constitución puesto que el máxi-
mo intérprete de la constitución que es el tribu-
nal constitucional ha resuelto en varias oportu-
nidades que el debido proceso está reconocido en 
la Carta Magna, no obstante existen problemas 
en la forma que se pretende separar los actos 
judiciales de los administrativos: que el conteni-
do mínimo del derecho al debido procedimiento 
administrativo debe contener el respeto de los 
derechos de los administrados, como, el derecho 
a oposición, a aportar sus argumentos, a ofrecer 
pruebas, que se cumplan los plazos establecidos 
y a obtener una decisión motivada y fundada en 
derecho: que la ley 27444 sí regula el debido pro-
cedimiento Administrativo no obstante surge 
problemas cuando se da ciertas diferencias en el 
tratamiento del procedimiento administrativo 
en algunas instituciones donde prima cierta 
autonomía ocasionando que se vulneren el debi-
do procedimiento; que, para que las decisiones de 
la administración sea justa se debe empezar por 
tener operadores idóneos y con la capacidad su-
ciente para poder resolver problemas de los admi-
nistrados de manera fundamentada respetando 
todas las normas, evitando transgredir los dere-
chos de los administrados. 
Del análisis normativo, se tiene que: el debido 
proceso a nivel constitucional en la antigüedad, 
la concepción positivista del derecho y del proce-
so había llevado a desnaturalizar la vigencia de 
los derechos fundamentales, en la medida que su 
validez y ecacia habían quedado a condición de 
la aplicación de normas procesales autónomas, 
neutrales y cientícas. De esta manera, la acción 
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había asumido un grado tal de autonomía que en 
vez de ser un instrumento del derecho, se había 
convertido más bien en un instrumento del pro-
3ceso” . Después de la segunda guerra mundial, el 
derecho constitucional contemporáneo se plan-
teó la relación entre Constitución y Proceso, pro-
curando la reintegración del derecho y el proceso, 
así como superando el positivismo jurídico proce-
sal basado en la ley, en base a reconocer un rol 
tutelar al juez constitucional – disciplina judicial 
4de las formas” ; de esta manera, se parte de con-
cebir a los propios derechos fundamentales como 
garantías procesales; es decir, se les otorga 
implícitamente a los derechos humanos un con-
tenido procesal de aplicación y protección concre-
5ta, status activus processualis  dentro de este 
marco los países han optado por proteger a nivel 
constitucional el debido proceso, como una forma 
de garantizar el respeto de los derechos funda-
mentales. Actualmente en el Perú, la Constitu-
ción de 1993 por primera vez regula de manera 
explícita el derecho al debido proceso, en el inciso 
3 del artículo 139, Capítulo VIII, Título IV, donde 
establece que son principios y derechos de la 
función jurisdiccional: “la observancia del 
debido proceso y la tutela jurisdiccional 
efectiva”, el cumplimiento del debido proceso, 
principalmente está encomendado al Órgano 
Jurisdiccional, ya que es quien cumple y hace 
cumplir las normas de carácter procesal y tam-
bién las normas de carácter sustantivo. Así mis-
mo; los otros sujetos procesales tienen la obliga-
ción de comportarse dentro de los alcances de 
este principio, en la Constitución Política de 
1993 no se incluye mención expresa del Debido 
Proceso Sustantivo, únicamente se hace referen-
cia puntual a una de sus manifestaciones, la 
razonabilidad, como parámetro para la evalua-
ción judicial en clave de Contralor Parcial que 
puede hacer el juez peruano durante la vigencia 
de un Estado de Excepción en nuestro país. Lo 
recientemente descrito pareciera circunscribir al 
derecho a un debido proceso a su dimensión pro-
cesal, la cual solo sería exigible en sede judicial. 
Sin embargo, no existe ningún impedimento 
para que pueda invocarse la plena vigencia y 
tutela del derecho fundamental al debido proce-
so en los diversos procedimientos administrati-
vos, mediante la cual, de acuerdo con el respeto 
de principios centrales para el constitucionalis-
mo contemporáneo como son los de dignidad del 
hombre y respeto del Estado Democrático de 
Derecho, no solamente podía justicarse la 
existencia de un derecho fundamental a un debi-
do proceso en sus diversas dimensiones, derecho 
que además no estaría únicamente circunscrito 
6al ámbito judicial . Esta misma es la perspectiva 
que sobre el particular parece haber acogido el 
Tribunal Constitucional peruano, supremo 
intérprete de los alcances y preceptos de nuestra 
Carta Magna de 1993. A dicha instancia han 
llegado en recurso extraordinario múltiples pro-
cesos de Amparo en los cuales se ha alegado la 
violación del derecho a un Debido Proceso en 
sede administrativa e incluso en las relaciones 
7corporativas entre particulares . Es así que el 
Tribunal Constitucional ha señalado en su Expe-
diente N° 026-97-AA/TC que: "[…] Que el debido 
Proceso Administrativo, supone en toda circunstancia 
el respeto por parte de la administración pública de 
todos aquellos principios y derechos normalmente 
invocables en el ámbito de la jurisdicción común o 
especializada y a los que se reere el artículo 139° de la 
Constitución del Estado (verbigracia; jurisdicción 
predeterminada por la ley, derecho de defensa, plurali-
dad de instancia, cosa juzgada, etc). Tales directrices o 
atributos en el ámbito administrativo general normal-
mente se encuentran reconocidos por conducto de la ley 
a través de los diversos procedimientos de defensa o 
reconocimiento de derechos y situaciones jurídicas, por 
lo que su transgresión impone como correlato su defen-
sa constitucional por conducto de acciones constitucio-
8
nales como la presente" . 
El máximo intérprete de la Constitución, en dife-
rentes ocasiones se ha pronunciado sobre los 
elementos que componen el derecho fundamen-
tal al debido proceso que pueden ser aplicadas en 
sede administrativa, como es el caso de: plurali-
dad de instancias, la importancia de permitir el 
uso de medios probatorios adecuados, motivar 
debidamente las resoluciones emitidas por las 
autoridades competentes para eso. 
Parte de la doctrina y para el Tribunal Constitu-
cional sostienen que el debido proceso también es 
aplicable a nivel administrativo, por lo que no 
existiría diferencia, sino sólo en el ámbito donde 
se aplica. Sin embargo, creemos que el debido 
procedimiento es distinto que el debido proceso, 
que no tiene su fundamento en el inciso tercero 
del artículo 139° de la Constitución, como vere-
mos a continuación.
El debido procedimiento a nivel constitucional, 
según el artículo 8° de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos toda persona tiene 
derecho a un proceso justo, con las garantías allí 
establecidas y que esto se aplica en todos los 
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ámbitos, es decir jurisdiccional, militar, admi-
nistrativa, etc. El debido procedimiento adminis-
trativo que tiene un contenido diferente al debi-
do proceso estaría fundamentado en el artículo 
antes mencionado y que formaría parte del dere-
cho nacional, siendo que conforme el artículo 3° y 
55° de la Constitución son derechos fundamenta-
les no sólo los reconocidos por dicha norma, sino 
todos aquellos que se fundan en otros tratados 
reconocidos por la constitución o se basen en la 
dignidad del hombre, o en los principios de sobe-
ranía del pueblo, del Estado democrático de dere-
cho y de la forma republicana de gobierno. 
En este esquema el debido procedimiento admi-
nistrativo que se fundamenta en el artículo 8 de 
la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos formaría parte del ordenamiento jurídico 
nacional. 
A diferencia del debido proceso que tiene su 
amparo en el inciso tercero del artículo 139° de la 
Constitución, el debido procedimiento adminis-
trativo tendría su protección en lo dispuesto por 
el artículo 3° y 55° del mismo cuerpo de leyes, 
conforme el considerando el contenido del debido 
procedimiento será tomado de acuerdo a la reso-
lución N°001-2012-SERVIR/TSC donde se mani-
esta que el procedimiento administrativo es un 
derecho de los administrados que engloban 
hasta tres derechos como: El derecho a exponer 
sus argumentos, derecho a ofrecer y producir 
pruebas, derecho a obtener una decisión motiva-
da y fundada en derecho.
El debido procedimiento en la ley del procedi-
miento administrativo general ley 27444.
Analizando la ley Nº 27444, MORON considera 
que el debido proceso en el ámbito administrati-
vo, comprende, a favor del administrado, los 
9siguientes derechos : a exponer sus argumentos 
(derecho a ser oído), a ofrecer y producir pruebas, 
a obtener una decisión motivada y fundada en 
derecho. Por su parte, estudiando la misma ley, 
BARTRA opina que el debido procedimiento está 
formado por los derechos: A ser oído, a conocer el 
estado del expediente, a presentar pruebas, 
debiendo otorgarse un plazo prudencial para 
ofrecerlas y actuarlas, y a una decisión fundada 
10en derecho , en consecuencia, el debido procedi-
miento no está regulado como un derecho a favor 
de los sujetos administrados al interior del proce-
dimiento administrativo, sino como un conjunto 
de garantías a favor de estos durante el desarro-
llo del procedimiento. Podemos decir que, para 
nuestra ley, el Principio del debido procedimien-
to postula el respeto de todas esas garantías por 
parte de la Administración. En el ámbito de los 
procedimientos sancionadores, la LPAG estable-
ce en su artículo 230.4 que es un principio del 
procedimiento administrativo sancionador, el 
debido procedimiento, por el cual "las entidades 
aplicarán sanciones sujetándose al procedimien-
to establecido, respetando las garantías del debi-
do proceso". Al respecto es preciso indicar que 
esta norma establece dos especicaciones con-
cretas: a) las entidades al aplicar sanciones 
deben observan el procedimiento establecido 
para ello, y b) que en los procedimientos sancio-
nadores apliquen las garantías del "debido pro-
ceso". A primera impresión, pareciera que el 
derecho al debido procedimiento en materia san-
cionadora fuera únicamente una derivación del 
enunciado general en materia del debido proce-
dimiento administrativo, es decir, que sólo com-
prende los ámbitos propios del derecho a ser oído, 
a probar y a tener una decisión fundada en Dere-
cho. 
Tampoco se puede soslayarse el hecho de que en 
el ámbito de los procedimientos administrativos 
sancionadores no solamente se aplican las 
garantías del derecho procesal, sino también las 
que se deriven de los derechos fundamentales y 
garantías aplicables al orden penal, puesto que 
es pacíco en doctrina armar la aplicación de 
los derechos y garantías constitucionales del 
derecho penal (con las modulaciones debidas) al 
ámbito de los procedimientos administrativos 
sancionadores. En tal sentido, coincidimos con lo 
que sostiene Ramón HUAPAYA TAPIA que, a la 
par de la aplicación de las normas que rigen al 
debido proceso en el ámbito del procedimiento 
administrativo, serán de aplicación aquellas 
garantías y principios del derecho de defensa en 
el orden penal, es decir, aquellos derechos del 
debido proceso jurisdiccional aplicables al ámbi-
to penal, como puede ser la prohibición de incul-
parse a sí mismo, o el derecho a asistencia letra-
da, la doble instancia, principios tales que son de 
aplicación en materia penal y que también revis-
ten utilidad en el ámbito del procedimiento san-
cionador.
Del análisis del Derecho comparado en el Perú, 
se regula por primera vez en la Constitución de 
1993 de manera explícita el derecho al debido 
proceso, en el inciso 3 del artículo 139, Capítulo 
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VIII, Título IV, donde establece que son princi-
pios y derechos de la función jurisdiccional: “la 
observancia del debido proceso y la tutela juris-
diccional efectiva”; por tanto el cumplimiento del 
debido proceso, principalmente esta encomenda-
do al Órgano Jurisdiccional, ya que es quien cum-
ple y hace cumplir las normas de carácter proce-
sal y también las normas de carácter sustantivo. 
Así mismo, los otros sujetos procesales tienen la 
obligación de comportarse dentro de los alcances 
de este principal. Por contrario en los países com-
parados Colombia, Ecuador y Venezuela inspira-
dos en la de España constitucionalizan el ámbito 
de aplicación del debido proceso a todas las 
actuaciones judiciales y administrativas, inspi-
rados en los pronunciamientos de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos que indican 
que las garantías del debido proceso reconocidas 
en el artículo 8 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos que se proyectan a 
toda actuación del Estado que implique el ejerci-
cio de su poder sancionador o que pueda afectar 
el ejercicio de los derechos.
Del Análisis Jurisprudencial, La Sala Plena del 
SERVIR en la Resolución N°001-2012-
SERVIR/TSC determina que el Derecho al Debi-
do Proceso debe entenderse como un derecho 
continente, el cual está integrado por otros dere-
chos como: Derecho a la presunción de inocencia, 
Derecho a la información del estado del proceso, 
Derecho a la defensa, Derecho a un proceso 
público, Derecho a la libertad probatoria, Dere-
cho a la debida motivación de las sentencias o 
resoluciones, Derecho a la cosa juzgada, Derecho 
a la tutela jurisdiccional efectiva. Por otro lado, 
en la misma resolución se menciona que el debi-
do procedimiento, en realidad no congura no 
sólo un principio inherente a todo procedimiento 
administrativo, sino que se trata de un derecho 
de los administrados que engloba a su vez hasta 
tres derechos, los cuales se individualizarán de 
la siguiente forma: Derecho a exponer sus argu-
mentos. (El cual está compuesto por otros dere-
chos como. Derecho a la publicidad del procedi-
miento, así como los actuados de los mismos, 
Oportunidad de que los administrados expresen 
sus argumentos antes de la emisión del acto 
administrativo, Derecho a hacerse patrocinar 
por letrado, Derecho a imponer los recursos admi-
nistrativos que sean pertinentes), Derecho a 
ofrecer y producir pruebas (El cual se compone 
de otros derechos como. Derecho a toda prueba 
razonablemente propuesta sea producido en el 
ámbito del procedimiento. Derecho a que la pro-
ducción de la prueba sea efectuada antes que se 
adopte decisión alguna sobre el fondo de la cues-
tión. Derecho a controlar la producción de la prue-
ba hecha por la administración. 
Derecho a que se apliquen los principios de carga 
de la prueba especícos para el ámbito del proce-
dimiento administrativo). Derecho a obtener 
una decisión motivada y fundada (La misma que 
resulta ser La existencia de congruencia entre lo 
pedido por el administrado y lo resuelto por la 
administración y, en una suciente justicación 
de la decisión adoptada), Asimismo, en la misma 
resolución se señala que el procedimiento admi-
nistrativo disciplinario es de aplicación restrin-
gida y tiene una mayor dimensión, no siendo una 
especie del género Ius Puniendi del estado, 
teniendo de ese modo, dos presupuestos de vali-
dez. La comunicación escrita de los cargos impu-
tados a un administrado por parte de su entidad 
y La oportunidad de presentación de descargos 
dentro de un plazo razonable y de forma previa a 
la aplicación de la sanción.
Esto quiere decir, que lo buscado mediante este 
procedimiento es el garantizar el derecho de 
defensa y garantizar el debido procedimiento 
sometido a la potestad disciplinaria del emplea-
dor. Marcándose como objetivo fundamental del 
propio procedimiento, el sancionar aquellas con-
ductas contrarias al estricto cumplimiento de los 
deberes que se imponen a los servidores públicos 
u obstaculicen el adecuado funcionamiento de la 
administración pública (relación de sujeción), en 
otras palabras es identicar las responsabilida-
des administrativas y sancionarlas.
Del análisis de la resolución se colige que el dere-
cho al debido proceso es un derecho continente 
que engloba otros derechos bajo su concepción, 
pero es un derecho que, no guarda una relación 
con el derecho de la tutela jurisdiccional como 
continente-contenido, ya que en sede jurisdiccio-
nal la interpretación que se le da a esta vincula-
ción es de forma inversa. Debe considerarse que 
en la formulación de los derechos que integran el 
debido proceso, se obvia el derecho a la cosa deci-
dida en sede administrativa, el cual no podría 
entenderse como una extensión del derecho a la 
cosa juzgada, puesto que estos derechos en sus-
tancia son distintos. 
Por otro lado es sumamente importante distin-
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guir que los presupuestos del debido proceso y el 
debido procedimiento responden a determinadas 
situaciones que hacen que sus presupuestos 
sean distintos por el orden de aplicación que 
tiene cada uno, pero ello, no hace menguar que 
los nes que guardan intrínsecamente respon-
den a los mismos nes. En este orden de ideas se 
debe señalar que el contenido del debido procedi-
miento seria: Derecho a exponer sus argumen-
tos, Derecho a ofrecer y producir pruebas y Dere-
cho a obtener una decisión motivada y fundada. 
Por ultimo debe indicarse que el debido procedi-
miento administrativo conjuntamente con el 
debido procedimiento administrativo disciplina-
rio responde a los mismos nes e intereses, pero 
los presupuestos que las conforman y los objeti-
vos que persiguen de forma individual son dis-
tintos, se tiene que el proceso administrativo 
disciplinario, busca reformar la conducta y no 
simplemente sancionarla.
Por el contrario el Tribunal Constitucional sos-
tiene que el derecho al debido procedimiento es 
un derecho fundamental que engloba todos los 
ámbitos del debido proceso, como tal debe cum-
plir una serie de requisitos y parámetros que lo 
establece la ley para que se pueda hacer efectiva, 
que el debido proceso es una medida justa y nece-
saria que debe ser respetado en cualquier ámbi-
to, sea público o privado, los que deben regirse 
por la norma y realizar un proceso transparente 
y con las garantías del caso respetando los dere-
chos de los administrados; para el Tribunal el 
amparo legal tanto del debido proceso como el 
debido procedimiento es el artículo 139 de la 
Constitución Política del Perú, si bien algunas 
resoluciones el Tribunal reconoce cierta diferen-
cia entre ambas instituciones, pero a pesar de 
ello considera que es lo mismo. Para el Tribunal 
Constitucional el contenido del debido procedi-
miento es el mismo del debido proceso, subsumi-
do en ello.
DISCUSIÓN
Referente a nuestra hipótesis (11) general “La 
naturaleza jurídica del derecho al debido proce-
dimiento administrativo es un derecho conteni-
do en el derecho constitucional del debido proce-
so, por ello debería gozar de protección constitu-
cional”, con el análisis doctrinario documental 
comprobamos que si bien debido procedimiento 
administrativo no está expresamente regulado 
en nuestra Constitución Política, ha sido recono-
cido por la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional y las decisiones de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, lo cual reeja la ver-
dadera protección al derecho mención, y que la 
naturaleza del debido procedimiento para su 
protección constitucional se ampara como un 
derecho fundamental por su dimensión sustanti-
va relacionado a su estándar de justicia y razona-
bilidad en su decisiones al emitir el acto adminis-
trativo, los entrevistados por unanimidad opi-
nan que el debido procedimiento administrativo, 
si es parte del Derecho Constitucional y por ende 
deben ser respetadas en todas las instancias y 
gozar de todas las garantías del caso para poder 
llegar a una solución respetando los derechos de 
sus administrados, mientras los encuestados 
sostienen que el debido procedimiento adminis-
trativo si goza de protección constitucional, ya 
que existen sentencias del Tribunal Constitucio-
nal en las que se declara que el debido procedi-
miento administrativo constituye una garantía 
constitucional, aun cuando no se haya considera-
do de manera expresa en la Constitución Política 
del Perú; con la normativa analizada se corrobo-
ra que el principio del debido proceso en el proce-
dimiento administrativo deriva del derecho de 
defensa, por lo que es inherente a la persona 
humana; de ahí su raíz natural. Sin embargo la 
normativa especializada como es la ley 27444 
regula el principio del debido procedimiento no 
como un derecho a favor de los sujetos adminis-
trados al interior del procedimiento administra-
tivo, sino como un conjunto de garantías a favor 
de estos durante el desarrollo del procedimiento, 
que con la Resolución de Sala Plena N°001-2012-
SERVIR/TSC. El Tribunal de Servicio Civil, se 
resalta que el debido proceso es un derecho que 
engloba en su concepción otros derechos, los cua-
les se enmarcan como principios básicos de res-
peto que deben siempre considerarse dentro de 
un procedimiento administrativo, no obstante a 
ello, la resolución maniesta que de estos dere-
chos señalados en un orden primario, se despren-
den otros los cuales hacen mucho más complejo 
la concepción y comprensión del debido proceso. 
En ese mismo sentido, se llega a determinar que 
el debido procedimiento administrativo también 
se convierte en un derecho continente, el cual 
engloba dentro de sí ciertos derechos los cuales 
se convierten en su base o piedra angular para 
poder comprenderlo y hacérsele respetar dentro 
de un procedimiento regular en sede administra-
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tiva, y de los cuales se desprenden otros derechos 
básicos para señalar que el acto es válido o no. 
Otro punto muy importante que se toma en cuen-
ta en esta resolución plenaria es que, el debido 
procedimiento administrativo disciplinario, 
debe entenderse como aquel procedimiento res-
trictivo, el cual solo se aplica en los casos en que 
el servidor público incumple con los deberes enco-
mendados bajo su cargo u obstaculicen el ade-
cuado funcionamiento de la administración 
pública, es decir, hablamos de un procedimiento 
solo aplicable a aquellas personas que tienen con 
la administración una relación de sujeción, con lo 
cual se les aplica una sanción con el objeto de 
reformar su conducta y adecuarlas a los nes 
impuestos a cada deber dado por la administra-
ción, los cuales están señalados en sus reglamen-
tos internos, como es caso el citar Decreto Legis-
lativo N° 276. A ello en el Derecho Comparado 
sobre todo la Colombiana se rescata en su artícu-
lo 29 de la Carta Política la cual dispone que el 
debido proceso debe observarse en toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas, es 
decir que obliga no solamente a los jueces sino 
también a los organismos y dependencias de la 
administración pública; idénticamente la Carta 
Magna de la República Bolivariana de Venezue-
la constitucionaliza al debido proceso con ámbito 
a todas las actuaciones judiciales y administrati-
vas. Y de la Jurisprudencia se corrobora que el 
derecho al debido proceso es un derecho conti-
nente que engloba otros derechos bajo su concep-
ción, pero es un derecho que, no guarda una rela-
ción con el derecho de la tutela jurisdiccional 
como continente-contenido, ya que en sede juris-
diccional la interpretación que se le da a esta 
vinculación es de forma inversa. Por último, debe 
considerarse que en la formulación de los dere-
chos que integran el debido proceso, se obvia el 
derecho a la cosa decidida en sede administrati-
va, el cual no podría entenderse como una exten-
sión del derecho a la cosa juzgada, puesto que 
estos derechos en sustancia son distintos. Esta 
misma es la perspectiva que sobre el particular 
parece haber acogido el Tribunal Constitucional 
peruano. A dicha instancia han llegado en recur-
so extraordinario múltiples procesos de Amparo 
en los cuales se ha alegado la violación del dere-
cho a un Debido Proceso en sede administrativa e 
incluso en las relaciones corporativas entre par-
ticulares, dicha importante instancia, a diferen-
cia de la posición mayoritariamente asumida por 
la judicatura ordinaria en la década de los ochen-
ta sobre el particular- jamás descartó la perti-
nencia de invocar la exigibilidad del derecho 
fundamental al cual venimos haciendo referen-
cia fuera del ámbito jurisdiccional. Es más, tex-
tualmente en el pronunciamiento emitido en el 
caso “Pedro Arnillas Gamio” (Expediente 067-
93-AA/TC, con sentencia del 12 de diciembre de 
1996) dice: que “[...] el respeto de las garantías 
del debido proceso, no puede soslayarse, de modo 
que también son de aplicación en cualquier clase 
de proceso o procedimiento privado.
Con respecto a nuestra primera hipótesis especí-
ca (11), “El derecho al debido procedimiento 
administrativo es un derecho continente que 
engloba al derecho a exponer sus argumentos, 
derecho a ofrecer y producir pruebas y el derecho 
a obtener una decisión, motivada y fundada en 
derecho, por tanto es un derecho garantista”. 
Con la fuente documentaria se corrobora que la 
nalidad del procedimiento administrativo es la 
de garantizar un nuevo escenario de relación 
entre la Administración Pública y los ciudadanos 
en el marco de un estado democrático de derecho. 
Se apuesta por un procedimiento administrativo 
garantista, que posibilite un escenario tutelar de 
las posiciones subjetivas de los administrados, 
en la que se consigna de conseguir mejores deci-
siones administrativas, con eciencia y calidad; 
tal como lo señalamos, a mejor procedimiento, 
mejores decisiones administrativas para los 
ciudadanos. Los encuestados opinan que el con-
tenido del derecho al debido procedimiento admi-
nistrativo deben contener el respeto de los dere-
chos de los administrados, como, el derecho a la 
oposición, a aportar sus argumentos, a ofrecer 
pruebas, que se cumplan los plazos establecidos 
y a obtener una decisión motivada y fundada en 
derecho y que deben siempre tenerse en cuenta 
porque son parámetros fundamentales que debe 
tenerse en cuenta para poder lograr un procedi-
miento justo de acuerdo a ley así evitar toda 
transgresión de los derechos fundamentales de 
los administrados. Los entrevistados opinan que 
el debido procedimiento administrativo es un 
derecho que contempla varios parámetros que 
deben ser cumplidos como es el derecho a expo-
ner sus argumentos, derecho a ofrecer y producir 
pruebas y el derecho a obtener una decisión, moti-
vada y fundada en derecho que ayudara a que no 
se transgredan los derechos de los administra-
dos. La normativa especial, Ley 27444 al consi-
derar el Principio del Debido Procedimiento, 
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dispone como una garantía inherente al debido 
procedimiento administrativo y que los adminis-
trados tienen el derecho a exponer sus argumen-
tos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una 
decisión motivada y fundada en derecho, sin 
embargo el Tribunal Constitucional, en sus 
diversas sentencias al referirse al debido proceso 
administrativo, supone en toda circunstancia el 
respeto por parte de la administración pública de 
todos aquellos principios y derechos normalmen-
te invocables en el ámbito de la jurisdicción 
común o especializada y a los que se reere el 
artículo 139 de la Constitución del Estado, situa-
ción que no compartimos por la diferencia de 
tratamiento de las instituciones de la jurisdic-
ción, derecho de defensa, pluralidad de instan-
cia, cosa juzgada, etc. A razón que tales directri-
ces o atributos en el ámbito administrativo gene-
ral normalmente se encuentran reconocidos por 
conducto de la ley a través de los diversos proce-
dimientos de defensa o reconocimiento de dere-
chos y situaciones jurídicas, por lo que su trans-
gresión impone como correlato su defensa consti-
tucional por conducto de acciones constituciona-
les o vía contencioso administrativo. En Derecho 
Comparado en la evolución del Derecho adminis-
trativo en América Latina durante las últimas 
décadas del siglo pasado hasta el presente, ha 
sido precisamente el proceso de su codicación 
que se ha materializado particularmente en la 
sanción de leyes reguladoras del procedimiento 
administrativo en general, uno de cuyos destaca-
dos ejemplos ha sido el Libro Primero del Código 
de Colombia. En la actualidad, buena parte de 
los países de la región (Argentina, Uruguay, 
Chile, Brasil, Bolivia, Ecuador, Perú, Venezuela, 
panamá, Costa Rica, Honduras, México y Colom-
bia) cuentan con leyes de esta naturaleza; de lo 
que se advierte que el debido proceso es, así, una 
garantía formal para el administrado en el senti-
do de que deben cumplirse todos los actos y/o 
fases procedimentales que la ley exige para que 
una decisión o resolución (acto nal) pueda 
calicarse con validez a la luz del ordenamiento 
jurídico. En un plano material, el debido proceso 
otorga al administrado la garantía de que podrá 
hacer valer sus derechos en el ámbito y escenario 
de la administración. Con ello, el debido proceso 
no solo va más allá de una garantía formal del 
desarrollo del procedimiento, sino que a la luz de 
la jurisprudencia internacional, requiere de un 
control material que verique el contenido de 
una decisión que se apegue a los valores y princi-
pios sobre los que se estructura el ordenamiento 
jurídico. La Jurisprudencia viene considerando 
al debido procedimiento con similar alcance al 
debido proceso, garantizando el respeto de todos 
los derechos fundamentales de la persona, así se 
advierte tras el análisis de la resolución se llega a 
concluir que, la falta de motivación presupone la 
invalidez del acto, puesto que, el no pronuncia-
miento o consignación del mismo, por parte de la 
autoridad administrativa en la decisión adopta-
da respecto de lo solicitado o cuestionado, hace 
latente la existencia de una vulneración de un 
derecho fundamental.
En ese sentido, lo buscado mediante la arma-
ción del respeto a la debida motivación en las 
decisiones no solo está dirigido a salvaguardar 
los derechos de los administrados, sino que tam-
bién está enfocada a dar una sensación de seguri-
dad jurídica.
Nuestra segunda hipótesis especíca (11) “El 
debido proceso sustantivo garantiza que las deci-
siones de la administración sean justas, por tan-
to, con respeto a los derechos constitucionales”. 
Se comprueba de la fuente documental que es 
adecuada la delimitación en el procedimiento 
administrativo, dado que a partir de ella se ha 
delineado la función de la administración, en la 
cual se garantiza los derechos fundamentales de 
los administrados, así como la debida aplicación 
del procedimiento administrativo. Es importan-
te que se tome en cuenta la participación de los 
de los ciudadanos en el ejercicio de las funciones 
administrativas, dado que se va poder ver ree-
jado el principio de inmediación, con lo cual se va 
poder obtener una mejor calidad y ecacia en la 
decisión a adoptarse, por la medida administra-
tiva. Los encuestados por unanimidad opinan 
que para que las decisiones de la administración 
sean justas se debe empezar por tener operado-
res idóneos y con la capacidad suciente para 
poder resolver problemas de los administrados 
de manera fundamentada respetando todas las 
normas, y evitando transgredir los derechos de 
los administrados, así mismo se debe respetar en 
el debido procedimiento, el principio de presun-
ción de inocencia y el derecho de defensa puesto 
que ambos principios son fundamentales para 
evitar abusos, decisiones ambiguas, arbitrarias, 
transgrediendo los derechos de los administra-
dos. Los entrevistados opinan que las decisiones 
que emiten la administración no siempre son del 
todo justas puesto que no respetan los paráme-
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tros necesarios para llevarse a cabo un debido 
procedimiento con todas las garantías que las 
normas lo establecen produciendo así que haya 
un descontento por parte de los administrados al 
ver las resoluciones que no son fundamentadas 
de acuerdo a ley. La normativa aplicada como en 
Resolución N° 03340-2012-SERVIR/TSC-
primera sala, no hace más que conrmar que el 
derecho al debido procedimiento enmarca un 
derecho a una defensa coherente en condiciones 
igualitarias y justas, las cuales siempre deben 
existir en un procedimiento administrativo; asi-
mismo, el pronunciamiento hecho por la autori-
dad administrativa debe ser motivada y funda-
mentada acorde a derecho, ello signica que, las 
determinaciones dadas por la administración 
deben estar dirigidas a dar respuestas concisas 
en base a lo determinado por ley y a lo requerido 
por el administrado mediante su solicitud. La 
doctrina en la visión universal para alcanzar una 
decisión justa en la sede administrativa con res-
peto no solamente a los derechos constitucionali-
zados sino a los derechos fundamentales de la 
persona, se debe garantizar que todos los afecta-
dos participen en condiciones de igualdad y liber-
tad; el Derecho Administrativo debe establecer 
coactivamente las bases, fases y garantías del 
procedimiento que lleva a la toma de decisiones 
administrativas justas y legítimas. Jurispruden-
cialmente al señalarse que un procedimiento 
administrativo, para denominarse como uno 
justo o acorde a derecho, este debe seguir y cum-
plir con determinadas condiciones de respeto 
como lo son el derecho a la defensa que tiene el 
administrado de responder a lo dicho por la auto-
ridad administrativa en su resolución y el dere-
cho de saber de qué se estará defendiendo, el cual 
está dirigida a una debida motivación y funda-
mentación por parte de la autoridad administra-
tiva de los solicitado o reclamado, los mismos que 
deben considerarse como pautas indispensables 
conjuntamente con otros presupuestos para que 
se pueda llegar concretar un debido procedi-
miento.
REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS
1. Sierra Bravo, Restituto (1988) Técnicas de 
Investigación Social, Edit. Paraninfo S.A. 
Madrid, p. 33
2. Eloisa C. Agencia y procedimiento adminis-
trativo en Estados Unidos de América 
Madrid: Marcial Pons, 1996
3. Quiroga León A. Protección constitucional 
del debido proceso. 1st ed. Lima, 2009
4. Calamandrei O. Instituciones de derecho 
procesal civil Buenos Aires. JEA; 1962
5. Haberle P. La Libetad fundamental en el 
Estado Constitucional Lima. Fondo Edito-
rial de la PUCO; 1997
6. Sagúes N. Elementos de derecho constitucio-
nal Buenos Aires; Astrea; 1993
7. Saldaña Barrera E. En torno al debido proce-
so en sede administrativa y su viabilidad en 
el escenario peruano y mundial. Revista 
Jurídica Cajamarca, 12
8. Expediente N° 026-97-AA/TC
9. Morón Urbina J C. Comentarios a la ley del 
Procedimiento Administrativo General. 7th 
Ed. Lima: Gaceta Jurídica; 2008
10. Bartra Cavero J. “Procedimiento Adminis-
trativo” Lima: Huallaga; 2002.
11. Celestino Causillas Aguilar, Tesis “El debido 
Procedimiento en sedes administrativas, 
Lima 2012-2013” para optar el grado de doc-
tro en derecho en la UAP- Lima-Peru, 2013.
Pag. 239
Celestino Causillas Aguilar / El debido procedimiento en sedes administrativas...
